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1.- VISTOS  

Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación oportunamente interpuesto y debidamente sustentado por el señor Defensor de los procesados EDINSON DE JESÚS RODRÍGUEZ LÓPEZ o RODRÍGUEZ LEÓN y LUIS ALFONSO RODRÍGUEZ LÓPEZ, contra el fallo de condena proferido el pasado ocho (08) de marzo del año que transcurre por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta capital, por medio del cual se les declaró penalmente responsables y se les impuso como pena principal la de diecisiete (17) meses de prisión e interdicción de derechos y funciones públicas por igual período. 

No se observa irregularidad sustancial que obligue a retrotraer la actuación.

2.- HECHOS 

Mediante informe del 07 de agosto de 2004, se dejó a disposición a dos personas sorprendidas llevando consigo dos armas de fuego, tipo revólver calibre 38 y munición para las mismas de igual calibre, mientras se desplazaban en una motocicleta. La patrulla que los interceptó en la vía que de Pereira conduce hacia Armenia, más exactamente a la altura del Motel “El Jardín” a eso de las 8:30 a.m., conformada por efectivos del DAS, los interrogaron al respecto y recibieron como respuesta que laboraban para una empresa de vigilancia de nombre AREC (Asociación Nacional de Reservas del Eje Cafetero), de la cual se pudo establecer posteriormente que no poseía el respectivo NIT. Al no hallar coherencia en sus relatos, ni mostrar documentos que acreditaran la legitimidad en el porte, procedieron a la captura y la incautación de los instrumentos de fuego.

3.- IDENTIDAD 

Se trata de EDINSON DE JESÚS RODRÍGUEZ LÓPEZ, titular de la cédula de ciudadanía No 6’358.405 expedida en La Unión (Valle), hijo de José Gustavo y María del Carmen, natural de Tulúa (Valle) donde nació el 21 de Noviembre de 1968, de estado civil unión libre con Didiana Loaiza Valencia, con dos hijos, estudió hasta quinto de bachillerato, y manifiesta desempeñarse como guarda de seguridad.

Igualmente, de LUIS ALFONSO RODRÍGUEZ LÓPEZ, identificado con la cédula de ciudadanía No 16’801.283 expedida en La Victoria (Valle), hijo de José Gustavo y María del Carmen, nacido en Anserma Nuevo (Valle) el 26 de Mayo de 1965, estado civil unión libre con Luz Adriana Pérez, con tres hijos, con cuarto grado de básica primaria y dice ser guarda de seguridad.

4.- CARGOS
La Fiscalía Doce Delegada ante los señores Jueces Penales del Circuito, profirió Resolución de Acusación con fecha seis (6) de abril de 2005, por medio de la cual convocó a juicio a ambos procesados por el delito de Porte Ilegal de Arma de Fuego, que tipifica y sanciona el Código penal, Libro Segundo, Título XII, Capítulo Segundo, artículo 365, con una pena de prisión que oscila entre uno (1) y cuatro (4) años. 

5.- FALLO 

Celebrada como fuera la Audiencia Pública de juzgamiento, y advertido de las posiciones antagónicas de los intervinientes, el Juez de la causa decidió finiquitar el asunto con un fallo de condena en los términos anunciados. Para ello, se sustentó en el hecho evidente de estarse en presencia de un estado de flagrancia, por cuanto ambos enjuiciados fueron sorprendidos llevando consigo los referidos artefactos sin contar con permiso para su porte. Adicionalmente, se cuenta con la confesión de los imputados quienes admiten haberlas adquirido para ejercer la función de guardas de seguridad en una empresa de la cual no fue posible comprobar su existencia.

No observó por tanto ningún tipo de justificación en el proceder consciente de los imputados y halló mérito para la condena, a cuyo efecto no partió de la sanción mínima, ni concedió beneficio liberatorio alguno, por cuanto: a)- Hubo un comportamiento más grave y peligroso de lo normal, por cuanto se llevó a cabo mediante la movilización en motocicleta (circunstancia que agrava específicamente la conducta pero no fue tomado así por el ente acusador en el pliego de cargos); b)- Se portó, no una, sino dos armas de fuego no amparadas; c)- Cuentan los procesados con antecedentes penales precisamente por este mismo delito y por un delito de Tentativa de Homicidio en el cual valiéndose de armas de fuego hurtaron un vehículo automotor; y d)- Fingieron pertenecer a una empresa de seguridad inexistente.

6.- RECURSO

El señor defensor no estuvo de acuerdo con esa determinación y la impugnó, lo cual hizo en los siguientes términos:

- Dice estar de acuerdo con la declaración de responsabilidad por el hecho investigado de Porte Ilegal de Arma de Fuego, lo mismo que con el quantum de la pena impuesta, pero no en lo atinente a la negación del beneficio de la suspensión condicional de la pena, pues considera que sus clientes si tienen derecho a este subrogado.

- No es verdad que sus representados se hayan hecho pasar como miembros de una empresa de vigilancia de nombre AREC LTDA., pues cumplían su servicio en la zona por donde fueron aprehendidos en representación de una empresa “que se conoce hoy como PRISMA, Compañía de Seguridad Ltda”. En los Moteles de la ciudad constan los registros firmados de sus rondas.

- Si cometieron errores en el pasado, eso no los puede marcar para toda su vida. Hoy son hombres honestos y trabajadores al servicio de la citada empresa, según consta en sus respectivos carnés. Los dueños de los Moteles de la zona dan fe de la seguridad que por allí prestaban.

- No es cierto que su defendido EDINSON DE JESÚS se haya cambiado su nombre, de hecho al momento de la indagatoria se identificó con su cédula de ciudadanía. No es cierto por tanto que haya pretendido confundir al fallador.

- Precisamente por prestar ese servicio de Seguridad por esa misma zona, sus clientes fueron víctimas de un atentado que hoy los tiene incapacitados (anexa fotografías que enseñan severa lesión y documentación pertinente).

- Ellos entienden que fue un error portar armas sin los respectivos salvoconductos, están arrepentidos, pero desean seguir protegiendo a importantes comerciantes de la ciudad como lo han venido haciendo. No cree que requieran tratamiento penitenciario como lo expresó el a quo.
- El estado de salud de ellos, en particular el de EDINSON DE JESÚS, es grave e impide su internación en establecimiento carcelario.

- Solicita pruebas en segunda instancia (testimoniales e inspección judicial) para efectos de demostrar más a fondo lo concerniente a la existencia de esa empresa de seguridad y las personas para las cuales trabajaba.

7.- MOTIVACIÓN

La conducta punible que se investiga, es de las conocidas como de peligro abstracto, es decir, que se sanciona por el potencial peligro al bien jurídico sin consideración alguna a la ocurrencia de un daño efectivo, en nuestro caso la Seguridad Pública. Al ser un hecho cierto e incontrovertible, que ambos procesados tenían en su poder armas de fuego y que no tenían amparo alguno por carecer de autorización de autoridad competente para el porte, la infracción se entiende configurada en los términos en que lo concluyó el señor Juez de primer grado.

La defensa ha censurado de esa determinación única y exclusivamente lo que hace referencia con la negación del subrogado, pues acerca de la materialidad de los hechos investigados y del quantum de la pena dice expresamente estar conforme. 

A juicio de esta Corporación, es extraña esa posición defensiva, si se tiene en cuenta que a todo lo largo y ancho del recurso se sostiene que el beneficio se debe conceder porque esa empresa de seguridad sí existe, en tanto el fallo de condena partió precisamente de la no demostración de la existencia de la citada entidad de vigilancia para efectos de cimentar la ilegitimidad en el porte de las armas. Además, los argumentos para que el Juez de primera instancia no partiera del mínimo de la sanción sino de un monto mayor, fueron los mismos esgrimidos para la negación del subrogado.

Significa lo anterior, que si el señor defensor recurrente no comparte los argumentos para la negación del beneficio liberatorio, tampoco podría estar de acuerdo con el incremento de pena, ni con tener por demostrada la injustificación en el porte, pues todas esas valoraciones, se repite, tuvieron una misma motivación. En otras palabras, no es lógico decir que se está de acuerdo con unas situaciones (materialidad de la infracción y quantum de la pena), pero no con otra (negación del subrogado), cuando todas ellas se hicieron depender de unos mismos razonamientos.

Sea como fuere, el Tribunal analizará lo que se ha solicitado por la parte inconforme, ciñéndose por tanto a lo que es tema del recurso: la negación de la suspensión condicional de la ejecución de la sentencia, y en ese sentido se tiene:

No es verdad, como dice la defensa, que el señor Juez se basó en el cambio de nombre de su procurado para fincar en ello la negativa a su liberación. Ese es en realidad un aspecto marginal que no tuvo incidencia para esa determinación en concreto por parte del fallador, pues ni siquiera se menciona en la parte motiva para efectos de la mayor cuantificación de la pena, ni mucho menos en la negación del subrogado.

Omite la defensa lo realmente importante, que no es otra cosa que la reiteración por parte de los implicados de esa misma conducta ilícita, pues lo que se está indicando es que estas personas, a sabiendas de la prohibición de su conducta, insisten y persisten en permanecer armados al margen de la ley. Han incursionado en comportamientos realmente graves, que ameritan un pronunciamiento adverso a efectos de considerar que están aptos para vivir en comunidad, por mucho que se diga que pertenecen o no a una empresa de vigilancia. Precisamente con mayor razón, dirá la Sala, porque quien presta sus servicios en ese tipo de entidades, debe cumplir unos requisitos de ley cuyo desconocimiento torna ilegítima la actividad. Se trata de entes vigilados por el Estado, el primero en estar interesado en que ellas no operen de manera clandestina y con desbordamiento del control respectivo.

Para el caso en estudio, además de no existir posibilidad de practicar pruebas en segunda instancia en materia penal, como lo pretende el apoderado recurrente, es lo cierto que independientemente de la existencia o no de esa empresa (de la cual primero se ofreció primero un nombre -AREC LTDA- y ahora se menciona otro -PRISMA LTDA-), las susodichas armas las adquirieron ellos y les pertenecen, tal y como lo aceptan en sus respectivas injuradas (ver folios 14 fte. y 17 fte.); es decir, que la empresa aquí opera simplemente como una fachada, pues en lo que hace a la relación de posesión que es lo que interesa al derecho penal, son ellos los únicos responsables de esta ilicitud. 

Los argumentos que adujo el señor Juez en su providencia para efectos de negar el subrogado no han sido por tanto refutados de manera alguna con el recurso interpuesto, permanecen incólumes y el Tribunal los avala por ser lógicos y coherentes. El fallo habrá de confirmarse en toda su extensión.

En lo que a la precaria condición física en que se encuentra uno de los sentenciados -Edinson de Jesús-, es necesario indicar al señor apoderado que una vez se haga efectiva la privación de la libertad por cuenta de este asunto, es factible pedir la intervención del señor Juez encargado de la ejecución de la sentencia, a efectos de analizar la posibilidad de conceder la suspensión de la pena por grave enfermedad o deterioro físico que impida permanecer en reclusión, para cuyo efecto debe existir la correspondiente valoración médica legal que así lo indique; entre tanto, sólo queda la reiteración de la orden de captura, tal y como lo dispuso el Juez de primer nivel. 

8.-  DECISIÓN

Por lo discurrido, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda)., administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo proferido por el Juzgado Segundo Penal del Circuito, objeto de revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 IRMA LUCÍA LONDOÑO PATIÑO

  IVANOV ARTEAGA GUZMÁN                  

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ

Secretaria de la Sala
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